EJERCICIO PRÁCTICO
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Caso de la Comunidad Esperanza y sus miembros

El 15 de diciembre de 2011 la Comunidad Esperanza y sus miembros presentaron una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en contra del Estado de Manila. La Comunidad Esperanza forma parte del pueblo indígena Samsam y cuenta aproximadamente con 2.000 habitantes. Desde febrero de 1995 la Comunidad posee una escritura global comunitaria por 1.536 hectáreas, sin embargo sus tierras no se encuentran demarcadas.
En la petición alegan que aproximadamente hace 5 años la empresa extranjera de turismo “Mar Azul” se instaló en un sector perteneciente al territorio de la comunidad, adquiriendo un total de 1.000 hectáreas, colindantes con el mar. Según los peticionarios, dicha adquisición se realizó en contravención con la legislación interna porque las tierras comunales tienen el carácter de indivisible e inalienable de conformidad con la Constitución y las leyes internas.

Sostienen los peticionarios que la empresa cercó el área prohibiendo a los miembros de la comunidad el paso por esa zona y obstaculizando su acceso al mar donde realizan sus labores diarias de pesca artesanal. Indican que en la actualidad la Comunidad ocuparía un área muy limitada dentro de sus tierras ancestrales, situación que habría obligado a la gran mayoría de sus miembros a retirarse de su territorio en busca de otros medios de subsistencia.

Los peticionarios alegan que presentaron un recurso de amparo para reclamar la situación, el cual indican se resolvió negativamente con sentencia definitiva de la Corte Suprema de junio de 2011.

Agregan los peticionarios que personal de seguridad de la empresa, y hasta agentes de la fuerza pública, a partir del año 2006 empezaron a intimidar y agredir a miembros de la comunidad que se oponían a la presencia de la empresa en su territorio. Señalan que en marzo de 2011 un policía apuntó con una pistola a dos líderes de la comunidad y los amenazó de muerte si intercedían nuevamente impidiendo las actividades de la empresa. En las semanas posteriores, los familiares de los líderes habrían sido atacados, y a pesar de las reiteradas denuncias presentadas a la policía, las autoridades no habrían actuado. 

En virtud a los hechos descritos, los peticionarios solicitaron a la Comisión que el Estado asegure 1) el retiro de la empresa “Mar Azul” de las tierras ancestrales de la Comunidad Esperanza y sus miembros, 2) el libre y seguro acceso a los medios de subsistencia y los recursos naturales que tradicionalmente han usado los miembros de la Comunidad; y 3) que el Estado investigue todos los incidentes denunciados por la Comunidad.
Además, solicitaron a la Comisión dictar medidas cautelares para que el Estado adopte acciones inmediatas para permitir el acceso al mar de los miembros de la Comunidad, y para impedir cualquier intimidación y hostigamiento o violencia en contra de líderes y miembros de la Comunidad.
Preguntas para trabajo en equipo
1. ¿Qué hechos podrían configurar violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos?
2. ¿Considera que se agotaron los recursos de la jurisdicción interna?
3. ¿La información presentada es suficiente o es necesario contar con más información? En su caso, ¿respecto de qué aspectos?
4. ¿La petición fue presentada en el plazo exigido por la Convención Americana? 
5. Teniendo en cuenta los requisitos del artículo 25 del Reglamento de la CIDH, ¿cuál es la acción que usted recomienda que la CIDH adopte en respuesta a la solicitud de medidas cautelares? 

6. ¿Considera que la información dada es suficiente para la adopción de medidas cautelares? En su caso, ¿que tipo de información requeriría usted al solicitante? 

7. En caso de otorgarse las medidas cautelares, ¿qué acciones le solicitaría llevar a cabo al Estado y quiénes serían los beneficiarios?
